ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Auto que niega mandamiento de pago e inadmite reforma de la demanda / ACCIÓN EJECUTIVA - Pago de factura / TÍTULO EJECUTIVO COMPLEJO - Incompleto / DOCUMENTOS QUE CONFORMAN EL TÍTULO EJECUTIVO COMPLEJO - El contrato o acta de liquidación y la factura / REQUISITOS DE LA FACTURA - Incumplidos / INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS LEGALES DEL TÍTULO EJECUTIVO - No contiene una obligación clara, expresa ni exigible / AUSENCIA DE DEFECTO SUSTANTIVO - Adecuada aplicación normativa / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

[L]a Sala considera que en las providencias cuestionadas se emplearon las normas vigentes en la materia y se esgrimieron argumentos y conclusiones ajustadas a derecho, en relación con la negativa de librar el mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo (…) es un hecho probado que la factura presentada se desprendía del cumplimiento de una obligación que surgió en un contrato estatal suscrito con Ecopetrol, razón por la cual, las controversias que surjan son conocidas por la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de manera que la complejidad del título valor encuentra su razón de ser en el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, que además especifica que se debe atender de manera rigurosa a las condiciones de la obligación para efectos de su mérito ejecutivo, esto es, que sea clara, expresa y exigible. En consecuencia, es viable su demanda por la vía ejecutiva, mientras no quepa duda alguna sobre la existencia de la obligación en esos términos. En este orden de ideas, en cuanto a la Ley 1231 de 2008, que regula lo concerniente a la factura como título valor, valga decir que ello no solo se encuentra condicionado al cumplimiento de unos requisitos que el operador judicial en primera instancia encontró incumplidos, como lo son, pruebas o demostraciones de que la factura fue efectivamente recibida por la entidad para su eventual reconocimiento y aceptación, sino además a la valoración de los documentos que integran el título complejo en su conjunto, como bien consideraron las autoridades judiciales acusadas, al echar de menos el contrato y/o su acta de liquidación, en punto del análisis de la exigibilidad de la obligación, donde se demuestre la existencia, los términos y la ejecución del negocio jurídico de origen que den lugar a la contraprestación específica demandada. En el caso concreto, advierte la Sala que le asiste razón a las autoridades judiciales acusadas, al considerar que con la factura que presentó el demandante en el marco del proceso ejecutivo, individualmente considerada, no se acreditó una obligación clara, expresa y exigible.
FUENTE FORMAL: LEY 1231 DE 2008 - ARTÍCULO 3 / LEY 1437 DE 2011 - ARTÍCULO 104 / LEY 1437 DE 2011 - ARTÍCULO 297 / CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 422

AUSENCIA DE DEFECTO SUSATNTIVO - Adecuada aplicación normativa / RECHAZO DE LA REFORMA DE LA DEMANDA - Cuando se ha proferido la decisión acerca del mandamiento ejecutivo / AUTO QUE NIEGA TOTAL O PARCIALMENTE EL MANDAMIENTO DE PAGO - Es susceptible de ser controvertido por medio del recurso de apelación
[L]a Sala concluye que se no demostraron los defectos alegados por la parte actora, toda vez que la decisión de confirmar el rechazo de la reforma de la demanda, atendió a lo establecido en la Ley 1564 de 2012 –Código General del Proceso–, norma procesal vigente al momento en el cual se dictaron las providencias objeto de análisis, y su interpretación resulta razonable y ajustada al procedimiento establecido legalmente para el efecto. Adicionalmente, en cuanto a que el actor presentó la reforma antes de que quedara en firme el auto que negó el mandamiento ejecutivo, es importante señalar que si bien es cierto, como se ha dicho, el demandante no cumplió con la carga requerida para presentar la demanda en debida forma en este tipo de procesos, no es menos cierto que tal como lo argumenta el tribunal acusado, la reforma de la demanda procede en la generalidad de los procesos, no obstante, se deben tener en cuenta las particularidades de cada uno de los momentos procesales, ya que precisamente cuando queda en firme la decisión acerca del mandamiento ejecutivo, se garantiza el derecho de defensa de las partes, a través del recurso de apelación, tal como sucedió en el caso bajo estudio.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 93 / CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 212
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., once (11) de abril de dos mil diecinueve (2019).

Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00032-01(AC)
Actor: LDS INGENIERÍA Y GESTIÓN INMOBILIARIA LTDA
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN A Y OTRO

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a resolver la impugnación interpuesta por la parte accionante contra la sentencia del 14 de febrero de 2019, por medio de la cual el Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección “A” declaró improcedente la presente acción constitucional.

1. ANTECEDENTES
1. Solicitud
Mediante escrito radicado el 19 de diciembre de 2018
, la sociedad comercial LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., por conducto de apoderado judicial
, ejerció acción de tutela contra el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, en el marco del proceso ejecutivo identificado con el radicado Nº 11001-33-36-714-2014-00075-00, que fue promovido ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, por la accionante en contra de la Empresa Colombiana de Petróleos Ecopetrol S.A. –en adelante Ecopetrol. 

 ç
Dichas garantías las consideró vulneradas con la expedición de los autos: i) de 5 de mayo de 2017 y 3 de mayo de 2018, con los que el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá negó librar mandamiento de pago a favor de la sociedad accionante e inadmitió la reforma de la demanda por considerarla improcedente, respectivamente; y ii) el del 2 de agosto de 2018, mediante el cual, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” resolvió confirmar las decisiones contenidas en los autos del 5 de mayo de 2017 y 3 de mayo de 2018, proferidos en la primera instancia. 

A título de amparo constitucional solicitó: 

“1. Que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia de LDS INGENIERÍA Y GESTIÓN INMOBILIARIA LTDA., vulnerados por el Juzgado Cuarenta y Cinco (45) Administrativo del Circuito de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A” – al proferir las providencias del 5 de mayo de 2017, 3 de mayo de 2018 y 2 de agosto de 2018, dentro del proceso ejecutivo radicado bajo el número 11001-3336-714-2014-00075-00, que se intenta impulsar ante esos operadores judiciales. 

2. Que como consecuencia de lo anterior, se excluyan del mundo jurídico, en su integridad, las providencias anteriormente mencionadas, en las cuales se negó el mandamiento de pago y se rechazó la reforma de la demanda presentada por LDS INGENIERÍA INMOBILIARIA LTDA., dentro del proceso ejecutivo radicado bajo el número 11001-3336-714-2014-00075-00, adelantado ante el Juzgado Cuarenta y Cinco (45) Administrativo del Circuito de Bogotá, y del cual conoció en segunda instancia el tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”. 

3. Que como consecuencia de lo anterior, el juez de tutela disponga que se profieran las correspondientes providencias de mérito en sustitución de las providencia excluidas del mundo jurídico, al fin de tutelar real y efectivamente los derechos fundamentales vulnerados por a la aquí accionante”.

2. Hechos
De lo expuesto por el actor en la solicitud de amparo, se relacionan los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:
2.1. La Sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda. celebró el contrato No. 4027693 con Ecopetrol, por valor de $767.055.297, del cual según el actor, la entidad contratante le quedó adeudando el pago de la factura No. FVS3 del 25 de abril de 2012, por valor de $222.995.177.
2.2. En consecuencia, el 28 de agosto de 2014, la sociedad contratista inició proceso ejecutivo en contra de Ecopetrol, el cual fue conocido por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, que a través de providencia de 5 de mayo de 2017, negó librar el mandamiento de pago demandado, en los siguientes términos:

“la factura presentada por sí misma no constituye un título ejecutivo del que se desprenda una obligación clara, expresa y exigible toda vez que, por tratarse de una factura que se generó como consecuencia de la celebración de un contrato estatal, resulta absolutamente necesario que se constituya el título complejo, es decir, que se aporten todos los documentos necesarios que den cuenta de una obligación en cabeza del deudor. Por consiguiente, en razón a las (sic) falta de conformación del título ejecutivo complejo se negará el mandamiento de pago de que trata este asunto”
2.3. Inconforme con la anterior decisión, el 11 de mayo de 2017, el demandante: i) interpuso recurso de reposición y, en subsidio, de apelación contra el auto 5 de mayo de 2017 y; ii) presentó escrito de reforma de la demanda, a través de la cual pretendía enmendar las circunstancias por las cuales el juzgado negó librar el mandamiento de pago. 

2.4. El 3 de mayo de 2018, el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá profirió auto mediante el cual resolvió no admitir la reforma de la demanda, bajo el sustento de que “el juicio compulsivo es de carácter especial” cuyo “trámite se sigue por las previsiones que al respecto determina el Código General del Proceso (…) preceptiva que no contempla la reforma de la demanda, institución que, salvo norma en contrario, sí está prevista para los procesos de conocimiento y algunos especiales”
2.5. La sociedad demandante apeló igualmente la decisión del 3 de mayo de 2018, de manera que en segunda instancia, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A” profirió auto del 2 de agosto de 2018, en el cual confirmó las dos providencias recurridas, de la siguiente manera: 

2.5.1. En relación con la providencia del 5 de mayo de 2017, que negó librar el mandamiento de pago en contra de Ecopetrol, indicó que “el título ejecutivo en este proceso está conformado por el contrato Nº. 4027693 de junio de 2010 celebrado por las partes, las prórrogas y otrosíes del mismo y la factura de venta Nº. 3 de 2012. Adicionalmente, verificado el contenido del contrato tal como lo estudió el a quo, la forma de pago que se pactó comprometía al contratista a entregar una serie de documentos que acreditaban y permitían efectivizar el pago que se reclamara”.

Al efecto concluyó el ad quem que la parte ejecutante no acreditó haber presentado toda la documentación requerida para efectivizar los pagos, conforme lo pactado en el contrato suscrito entre las partes, como tampoco de los otrosíes del contrato, lo cual no permite predicar la exigibilidad de la obligación que reclama el actor. 

2.5.2. Respecto de la providencia del 3 de mayo de 2018, que rechazó la reforma de la demanda, precisó que el artículo 93 del Código General del Proceso establece la posibilidad de que la parte demandante reforme la demanda desde el momento de su presentación hasta antes de fijar fecha para la audiencia inicial, no obstante, en el proceso ejecutivo, se debe hacer antes de que haya pronunciamiento sobre el mandamiento de pago, y concluyó:

 “(…) la norma no prevee (sic) que pueda reformarse la demanda luego de negarse el mandamiento de pago solicitado, expresamente consagra que contra el auto niega (sic) el mandamiento procede el recurso de apelación, conforme al artículo 321 del CGP. En consecuencia, el escrito de reforma de la demanda, como lo concluyó el Juzgado de primera instancia, resulta improcedente en caso de negarse el mandamiento de pago.”

3. Fundamentos de la vulneración
La parte actora manifestó que el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”, incurrieron en defecto procedimental absoluto y defecto material o sustantivo, al impedir “… acceso a la accionante a que se le reconociera su legítima situación de acreedora, y la consecuente imposibilidad de recaudar lo que a ella se le debe”, argumentando que dichas autoridades: 

i) Negaron el mandamiento ejecutivo con base en que el demandante no aportó documentos como el contrato, que se requieren ante un título ejecutivo complejo, pero que, a juicio del actor, no se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, toda vez que nunca le mencionaron las normas que estaban aplicando al caso y, en cambio, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1231 de 2008, la factura es un título valor, de manera que no se requería acompañarla de documento alguno adicional.  

ii) Suprimieron la posibilidad de que se iniciara el debate sobre los requisitos del título ejecutivo que sustentaba la demanda, en virtud al inciso segundo del artículo 430 del Código General del Proceso, que plantea que este análisis sólo procede mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. Al respecto concluyó la parte actora que “se desestimaron los requisitos del título con la negativa a darle trámite al proceso ejecutivo, con lo que se negó la posibilidad de acceder a ese debate”. 

iii) Vulneraron su derecho a la reforma de la demanda, argumentando que esa figura no es aplicable a procesos “especiales” como el ejecutivo, o que la posibilidad de hacerlo sólo aplica antes de que el juez se pronuncie sobre el mandamiento ejecutivo. En este punto alegó que no se determinaron las normas que establecen estos argumentos, no obstante si ello se aceptara, debía de tenerse en cuenta que el escrito de reforma se presentó antes de que quedara en firme el auto que negó el mandamiento de pago, y que con ello se hubieran subsanado los defectos que dijo haber encontrado el a quo, por contener todos los documentos indicados como faltantes.

4. Trámite en primera instancia

Con auto del 15 de enero de 2019, la Sección Tercera, Subsección “A” del Consejo de Estado, admitió la solicitud de amparo, ordenó notificar a las partes y solicitó al Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, en condición de préstamo, el expediente del proceso ejecutivo para efectos de la acción constitucional en trámite.  

4.1. Intervenciones
Realizadas las notificaciones ordenadas, se presentaron las siguientes intervenciones:
4.1.1. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”
El Magistrado ponente de la decisión cuestionada, solicitó que se declarara la improcedencia de la acción de tutela, con base en que se está pretendiendo transformar este mecanismo en una tercera instancia, reviviendo los debates judiciales ya superados en el proceso ejecutivo de origen. 

En cuanto a los cargos formulados, se manifestó en relación con el título ejecutivo, recordando que tal como sustentó en la providencia acusada, para efectos de los procesos ejecutivos que conoce la jurisdicción contencioso administrativa, el título ejecutivo se constituye de conformidad con el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, y que ello, en concordancia con el artículo 422 del Código General del Proceso, implica que para que la obligación se verifique clara, expresa y exigible, en este caso, debe adjuntarse el contrato existente entre las partes o sus otrosíes, donde además conste la forma de pago pactada. 

Resaltó que al revisar el contrato celebrado entre el actor y Ecopetrol, encontró que cada uno de los pagos estaba condicionado a la presentación del “acta de entrega parcial (…), copia de los contratos de trabajo, copia de los comprobantes de pago de salarios, certificación de paz y salvo, entre otros”, de manera que la factura individualmente no hacía automática la obligación del pago.  

4.1.2. Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
La juez que profirió las providencias cuestionadas, envió contestación a través de la cual, en primer lugar, dio cuenta del trámite que se surtió en el proceso ejecutivo No. 11001-33-36-714-2014-00075-00, y seguidamente, explicó que en esa instancia, no se accedió a las pretensiones de librar mandamiento de pago a favor del demandante, toda vez que el título ejecutivo presentado por este, no constituía una obligación clara, expresa y exigible en los términos de la normativa aplicable, y que en su lugar, se quiso subsanar el hecho con una “reforma de la demanda”.

5. Fallo impugnado
El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, mediante sentencia del 14 de febrero de 2019, declaró improcedente la acción de tutela presentada por la parte accionante.

Para fundamentar su decisión, en primer lugar, superó los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela y posteriormente, expuso que la solicitud de amparo carecía de relevancia constitucional por cuanto intentaba convertir la tutela en una instancia adicional al proceso ordinario, por lo que resolvió declarar su improcedencia, al concluir:  

“la presente solicitud de amparo deviene en improcedente, justamente porque busca revivir la discusión del proceso ejecutivo, de si debía o no librarse mandamiento de pago con los documentos aportados con la demanda y si se debía aceptar la reforma de la misma, después de haberse negado el mandamiento en primera instancia, lo cual, como quedó expuesto, fue debidamente estudiado y resuelto por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A.””

6. Impugnación
La parte actora radicó escrito de impugnación de la decisión de primera instancia, a través del cual reiteró de manera sucinta las razones traídas en el escrito de tutela, alegando que en la acción sí se evidencia una relevancia constitucional, pues no se aplicó la Ley 1231 de 2008, por interpretar indebidamente las normas de la contratación pública y las del proceso ejecutivo en relación con la reforma de la demanda. Señaló al respecto: 
“Esas dos conclusiones a las que llegaron los operadores judiciales enjuiciados, además de ser equivocadas, i) condujeron a negarle a la entidad accionante el acceso a la administración de justicia; ii) entronizaron la posibilidad de que decisiones de carácter legislativo las adopte para un caso concreto una autoridad judicial; y iii) se fundaron en consideraciones y soportes “jurídicos” que en realidad no son más que caprichos interpretativos. 

Son dos afirmaciones contundentes que la parte accionante postula: 1) la Ley 1231 de 2008 sí es aplicable a la actividad de la contratación estatal, pues donde el legislador no distingue, mal puede hacerlo el intérprete; y 2) la reforma de la demanda sí es viable en el proceso de ejecución ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pues se trata de una norma de carácter general para cuya aplicación no hay normas especiales que dispongan lo contrario.”

Por lo anterior, reiteró las pretensiones planteadas en el escrito de solicitud.

7. Trámite en segunda instancia

Mediante auto del 7 de marzo de 2019, el despacho del Magistrado ponente, puso en conocimiento de una posible nulidad saneable a Ecopetrol S.A., vinculándolo al presente proceso constitucional, toda vez que actuó como parte demandada dentro del proceso ejecutivo radicado con No. 11001-33-36-714-2014-00075, en el cual se profirieron las providencias que aquí se cuestionan. 

7.1. Contestación

7.1.1. Ecopetrol S.A. 

Mediante escrito radicado en la Secretaría General del Consejo de Estado el 21 de marzo de 2019, la apoderada general de Ecopetrol S.A., se manifestó en relación con los hechos que dieron lugar a la presente acción, es decir, en punto del proceso ejecutivo de origen, para poner de presente que la factura que pretendía cobrar el actor en dicha instancia, nunca fue aceptada por Ecopetrol, ni es un documento que por sí solo constituya título ejecutivo, sino que debe reunir la complejidad del contrato que la causó. 

Adicionalmente, expuso que en el numeral 7.2.1.3 del Contrato No. 4027693 suscrito entre Ecopetrol S.A. en calidad de contratante y LDS Ingeniería y Asesoría en Tierras Ltda – hoy LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., en calidad de contratista, se pactó que el pago final se realizaría una vez se hubiera entregado la totalidad del estudio contratado a satisfacción de la empresa contratante, lo cual nunca tuvo lugar, toda vez que la parte actora incumplió el objeto del contrato, tal como quedó evidenciado en la sentencia del 5 de julio de 2018, proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B” en el marco del proceso judicial de controversias contractuales No. 25000-23-36-000-2014-01392-00, que se encuentra actualmente por resolver recurso de apelación. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA
2.1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer la impugnación presentada por el apoderado de la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda. en contra de la sentencia del 14 de febrero de 2019, proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el artículo 2° del Acuerdo 377 de 2018 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico
En el asunto bajo estudio, corresponde a la Sala determinar si procede confirmar, modificar o revocar la providencia del 14 de febrero de 2019 dictada por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, que declaró la improcedencia del amparo solicitado.  
Para resolver el problema jurídico planteado, se analizarán los siguientes aspectos i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, ii) el estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva; y finalmente iii) el caso en concreto.
2.3. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)
A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verifica que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, en punto de la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.4. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva  

Para la Sala es necesario precisar que pese a que el a quo declaró improcedente la solicitud de amparo presentada por la parte actora, en tanto consideró que no se cumplió con el requisito de relevancia constitucional, en criterio de esta Sección, toda tutela contra providencia judicial lleva implícito la eventual vulneración de un derecho fundamental y, por tanto, el estudio de dicha figura resulta inane.

En este orden, la Sala analizará si la presente acción cumple con los siguientes requisitos i) que no se trate de tutela contra tutela, ii) la inmediatez y iii) la subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se dicen vulnerados. Por lo anterior, se verificarán en esta instancia:

2.4.1. Al aplicar los presupuestos conceptuales anotados al caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia que se censura, corresponde a una decisión de segunda instancia proferida en el marco de un proceso ejecutivo promovido por la parte actora, dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera, Subsección “A”, que revocó las decisiones de primera instancia, proferidas por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá. 

2.4.2. Respecto al requisito de inmediatez, es preciso señalar que en la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014 , la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que seis (6) meses es suficiente para acudir y solicitar el amparo de los derechos fundamentales que se estimen vulnerados con ocasión de providencias judiciales.

Se evidencia en el expediente, que en su escrito de solicitud el actor cuestiona las decisiones contenidas en las providencias proferidas por dos autoridades judiciales en tiempos distintos, esto es: i) los autos proferidos por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, específicamente el del 5 de mayo de 2017 que negó el mandamiento ejecutivo, y el del 3 de mayo de 2018 que rechazó la reforma de la demanda y; ii) la decisión del 2 de agosto de 2018, tomada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera, Subsección “A”, en sede de apelación. 

Teniendo en cuenta que en la mencionada providencia de segunda instancia se resolvieron los recursos de apelación interpuestos en contra de ambos autos –tanto del proferido el 5 de mayo de 2017, como el del 3 de mayo de 2018–, se entiende que su estudio encierra toda la controversia planteada por el actor, de manera que en esos términos, el requisito de la inmediatez se encuentra superado toda vez que la decisión cuestionada fue expedida el 2 de agosto de 2018, y tal como se puede a ver a folio 318 del expediente ordinario, fue notificada por estado del 8 de ese mes y año, quedando a su vez ejecutoriada el día 13 siguiente. Luego, como quiera que la solicitud de amparo fue radicada el 19 de diciembre de 2018, esto es, antes de transcurridos 6 meses, ello resulta un término que a juicio de la Sala, es razonable. 

2.4.3. Respecto a la subsidiariedad, la Sala encuentra que la accionante no dispone de otros medios de defensa judicial, ordinarios o extraordinarios, para censurar la providencia proferida por la mencionada autoridad judicial.

A saber, los cargos alegados por la parte actora no encajan en las causales señaladas en el artículo 248 de la Ley 1437 de 2011, para que proceda el recurso extraordinario de revisión. 

A su vez, cabe resaltar que si bien en la contestación que realizó Ecopetrol a la presente tutela, solicitó que se declarara la improcedencia de la acción, no sólo por considerar que las decisiones del proceso ejecutivo se ajustaban a derecho, sino además poniendo de presente que actualmente se encuentra pendiente de resolver el recurso de apelación interpuesto en el marco del proceso de controversias contractuales No. 25000-23-36-000-2014-01392-00, instaurado por la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., en contra de Ecopetrol, –que en primera instancia negó las pretensiones–; igualmente debe hacerse claridad en cuanto a que cada uno de los procesos tiene fines distintos y, por lo tanto, no son subsidiarios, ya que mientras que en el ejecutivo se busca que se le dé pleno reconocimiento a un título presentado para satisfacer la obligación que en él contiene en contra del demandado, en el de controversias contractuales se busca, entre otras cosas, la declaratoria del incumplimiento de un contrato. 

2.4.4. Mediante la sentencia del 14 de febrero de 2019, la Sección Tercera, Subsección “A” de esta Corporación declaró improcedente la tutela, al concluir que el asunto carecía de relevancia constitucional, en atención a que la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda. acudió al mecanismo de protección constitucional como una instancia adicional al trámite del proceso ejecutivo radicado con No. 11001-33-36-714-2014-00075, con el propósito de reabrir el debate ya superado en torno al mandamiento ejecutivo que fue negado por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, y confirmada su negativa en segunda instancia, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “A”. 

Superadas dichas exigencias, esta Sala de Sección se pronunciará respecto del fondo del asunto, sin perjuicio de resaltar el carácter excepcional de la tutela, que tiene como fin garantizar la intangibilidad de la cosa juzgada, el respeto de la autonomía judicial, la protección de derechos de terceros de buena fe, la seguridad jurídica y la confianza en los fallos judiciales.

2.5. Análisis del caso concreto
2.5.1. A juicio de la parte actora, las autoridades judiciales accionadas vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, por cuanto incurrieron en defecto procedimental absoluto y defecto sustantivo o material, cuando: 
i) Negaron el mandamiento ejecutivo con base en que el demandante no aportó documentos como el contrato, que se requieren ante un título ejecutivo complejo, pero que, a juicio del actor, no se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, toda vez que nunca le mencionaron las normas que estaban aplicando al caso, y en cambio, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1231 de 2008, la factura es un título valor, de manera que no se requería acompañarla de documento alguno adicional.  

ii) Suprimieron la posibilidad de que se iniciara el debate sobre los requisitos del título ejecutivo que sustentaba la demanda, en virtud al inciso segundo del artículo 430 del Código General del Proceso, que plantea que este análisis sólo procede mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. Al respecto concluyó la parte actora que “se desestimaron los requisitos del título con la negativa a darle trámite al proceso ejecutivo, con lo que se negó la posibilidad de acceder a ese debate”. 

iii) Vulneraron su derecho a la reforma de la demanda, argumentando que esa figura no es aplicable a procesos “especiales” como el ejecutivo, o que la posibilidad de hacerlo sólo aplica antes de que el juez se pronuncie sobre el mandamiento ejecutivo, como argumentó el tribunal en segunda instancia. En este punto alegó que no se determinaron las normas que establecen estos argumentos, no obstante si ello se aceptara, debía de tenerse en cuenta que el escrito de reforma se presentó antes de que quedara en firme el auto que negó el mandamiento de pago, y que con ello se hubieran subsanado los defectos que dijo haber encontrado el a quo, por contener todos los documentos indicados como faltantes.

2.5.2. Así pues, se abordarán los cargos propuestos, enunciando en primer lugar aspectos relevantes de los defectos procedimental absoluto y sustantivo, previo a analizarlos en punto de los supuestos fácticos, así como de los argumentos y pruebas obrantes en la demanda. 

2.5.4. Del defecto procedimental absoluto

En relación con el defecto procedimental, la Corte Constitucional ha establecido que existen dos clases: i) defecto procedimental absoluto y ii) exceso ritual manifiesto. 

Ahora bien, en la sentencia SU-159 de 2002 la mencionada Corporación consideró que el defecto procedimental se configura cuando “… el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones…” y actúa “… en forma arbitraria y con fundamento en su sola voluntad…”. 
Asimismo, señala que el proceso está viciado cuando “… se pretermiten eventos o etapas señaladas en la ley para asegurar el ejercicio de todas las garantías que se le reconocen a los sujetos procesales de forma tal que, por ejemplo, (i.) puedan ejercer el derecho a una defensa técnica, que supone la posibilidad de contar con la asesoría de un abogado –en los eventos en los que sea necesario -, ejercer el derecho de contradicción y presentar y solicitar las pruebas que considere pertinentes para sustentar su posición; (ii) se les comunique de la iniciación del proceso y se permita su participación en el mismo y (iii) se les notifiquen todas las providencias proferidas por el juez, que de acuerdo con la ley, deben serles notificadas”
.

En punto del defecto procedimental absoluto, en la sentencia T-398 de 2017
, consideró:

“Existen dos tipos de defectos procedimentales. El primero de ellos se denomina defecto procedimental absoluto, y se presenta cuando el funcionario judicial desconoce las formas propias de cada juicio, es decir, cuando “se aparta por completo del procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto específico, ya sea porque: i) se ciñe a un trámite completamente ajeno al pertinente -desvía el cauce del asunto-, o ii) omite etapas sustanciales del procedimiento establecido legalmente, afectando el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso”
A juicio del accionante, las autoridades demandadas ejercieron el procedimiento arbitrariamente al resolver no librar el mandamiento ejecutivo con base en que no se cumplieron los requisitos para tal fin, y en consecuencia, cercenaron su posibilidad de discutir acerca de los requisitos del título ejecutivo, toda vez que con fundamento en el artículo 430 del Código General del Proceso, definieron que esta posibilidad sólo se contempla mediante el recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, inexistente en el caso concreto. 

Además, sostuvo que tampoco se siguieron las normas de procedimiento para efectos de dar vía libre a la reforma de la demanda ejecutiva presentada el mismo día en que interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación del auto que negó el mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo No. 11001-33-36-714-2014-00075. 

2.5.5. Del defecto sustantivo 

La Corte Constitucional
, ha explicado que el defecto sustantivo se presenta si “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica.” 

De igual manera precisó que una actuación censurada incurría en este defecto cuando:

«… desconoce una ley adaptable al caso o se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable, ya sea porque (i) la norma perdió vigencia por cualquiera de las razones de ley, (ii) es inconstitucional, (iii) o porque el contenido de la disposición no tiene conexidad material con los presupuestos del caso. También puede darse en circunstancias en las que a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le (sic) reconoce a las autoridades judiciales, se produce (iv) un grave error en la interpretación de la norma, el cual puede darse por desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes o cuando la decisión judicial se apoya en una interpretación contraria a la Constitución»
.
Para la parte actora, con las sentencias cuestionadas se incurrió en un defecto de tal naturaleza por la inaplicación de la normatividad adecuada y la interpretación incorrecta de las normas del proceso ejecutivo ante la jurisdicción contencioso administrativa, tanto para determinar los elementos del título valor idóneo con que se libre mandamiento de pago, como para admitir o rechazar la reforma de la demanda. 

2.5.6. Para resolver el problema jurídico planteado en la presente providencia, la Sala advierte que los defectos propuestos guardan relación entre sí en el planteamiento de las conductas a analizar, lo que hace imperativo que se aborden de manera conjunta en cada una de estas, para una mayor comprensión del caso en estudio, no obstante, la Sala anticipa que negará el amparo de los derechos fundamentales deprecados, por considerarlo infundado.

En ese orden de ideas, la Sala estudiará los defectos sustantivo y procedimental absoluto alegados, abordando en primer lugar, el cuestionamiento de la negativa a librar el mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo promovido por el accionante, que a su juicio, devino en la vulneración de su posibilidad de debatir en torno a los elementos del título ejecutivo; y, en segundo lugar, lo relativo a la decisión de rechazar la reforma de la demanda.

2.5.7. Así las cosas, en primer lugar, los argumentos del accionante se basan en que se equivocó el fallador al negar el mandamiento de pago, mediante la aplicación de requisitos para integrar la complejidad de un título ejecutivo, que según considera, no están siquiera contemplados en norma alguna, en vez de observar y cumplir con la Ley 1231 de 2008, que consagra a la “factura” como título valor, a efectos de que individualmente considerada, se le reconozca en sí misma la idoneidad suficiente para que en el proceso ejecutivo promovido, sin documentos adicionales, se libre mandamiento de pago en contra del demandado.

Al respecto, la Sala advierte que la negativa a librar el mandamiento ejecutivo por parte del juez de primera instancia, así como su posterior confirmación en la providencia que resolvió el recurso de alzada, se tuvo siempre como sustento una interpretación armónica entre las siguientes normas aplicables a la materia:

Artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 –Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo:

“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.

Igualmente conocerá de los siguientes procesos:

…

6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades.”

Artículo 297 ibidem:

“Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo:

…

3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones.

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar.” (Subrayado y negrilla fuera de texto).
Artículo 422 de la Ley 1564 de 2012 -Código General del Proceso: 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.”

Al efecto, los accionados realizaron un análisis de las anteriores disposiciones frente al material probatorio allegado a la demanda ejecutiva en cuestión, señalando que la sociedad comercial LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., presentó como título ejecutivo, la factura No. FVS-3 del 25 de mayo de 2012, por valor de $231.538.965 y al respecto, precisaron que dicho documento no cumplía con las características de un título complejo, puesto que no venía acompañado de contrato alguno donde se pudiera dilucidar acerca de la forma de pago pactada o, de un acta de cumplimiento o de liquidación en la que constara el cumplimiento de la obligación que diera lugar al cobro, e inclusive se echaba de menos la firma o sello de recibido de la factura, por parte de la entidad demandada. 

Frente a esta última circunstancia, se puso de presente la Ley 1231 de 2008,
 en su artículo 3, para dejar claro que en todo caso, para contar con la calidad de título valor, se deben cumplir con los requisitos allí señalados, al siguiente tenor: 

“Requisitos de la factura. La factura deberá reunir, además de los requisitos señalados en los artículos 621 del presente Código, y 617 del Estatuto Tributario Nacional o las normas que los modifiquen, adicionen o sustituyan, los siguientes: 

(…)

2. La fecha de recibo de la factura, con indicación del nombre, o identificación o firma de quien sea el encargado de recibirla según lo establecido en la presente ley. 

(…)” 
De esta manera, ambas instancias del proceso ordinario, resolvieron no acceder a las pretensiones del demandante. 

De la lectura de las anteriores disposiciones, la Sala considera que en las providencias cuestionadas se emplearon las normas vigentes en la materia y se esgrimieron argumentos y conclusiones ajustadas a derecho, en relación con la negativa de librar el mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo No. 11001-33-36-714-2014-00075. 

Recapitulando, es un hecho probado que la factura presentada se desprendía del cumplimiento de una obligación que surgió en un contrato estatal suscrito con Ecopetrol
, razón por la cual, las controversias que surjan son conocidas por la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de manera que la complejidad del título valor encuentra su razón de ser en el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, que además especifica que se debe atender de manera rigurosa a las condiciones de la obligación para efectos de su mérito ejecutivo, esto es, que sea clara, expresa y exigible. 

En consecuencia, es viable su demanda por la vía ejecutiva, mientras no quepa duda alguna sobre la existencia de la obligación en esos términos.

En este orden de ideas, en cuanto a la Ley 1231 de 2008, que regula lo concerniente a la factura como título valor, valga decir que ello no solo se encuentra condicionado al cumplimiento de unos requisitos que el operador judicial en primera instancia encontró incumplidos, como lo son, pruebas o demostraciones de que la factura fue efectivamente recibida por la entidad para su eventual reconocimiento y aceptación, sino además a la valoración de los documentos que integran el título complejo en su conjunto, como bien consideraron las autoridades judiciales acusadas, al echar de menos el contrato y/o su acta de liquidación, en punto del análisis de la exigibilidad de la obligación, donde se demuestre la existencia, los términos y la ejecución del negocio jurídico de origen que den lugar a la contraprestación específica demandada. 

En el caso concreto, advierte la Sala que le asiste razón a las autoridades judiciales acusadas, al considerar que con la factura que presentó el demandante en el marco del proceso ejecutivo, individualmente considerada, no se acreditó una obligación clara, expresa y exigible, de conformidad con los artículos 104 y 297 de la Ley 1437 de 2011, y el artículo 422 de la Ley 1564 de 2012. 

2.5.8. Ahora bien, el actor igualmente basó su inconformidad en que la consecuencia de no haber librado el mandamiento de pago, fue que no se le permitió debatir en torno a los requisitos del título ejecutivo, con fundamento en el artículo 430 del Código General del Proceso, que contempla esta posibilidad sólo mediante el recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, inexistente en este caso. 

Al respecto, teniendo en cuenta lo expuesto en los párrafos precedentes, en los que no se encontró configurado el defecto sustantivo en las providencias a través de las cuales se negó el mandamiento ejecutivo a favor de la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., queda claro entonces, que las autoridades acusadas no incurrieron en yerro alguno al seguir el procedimiento establecido en materia del proceso ejecutivo, ya que lo que se evidencia en este caso no es otra cosa, que una demanda presentada en indebida forma, en razón a que el demandante no cumplió con la carga mínima requerida en este tipo de procesos. 

Es de resaltar que el proceso ejecutivo se desarrolla en torno a la existencia clara de un derecho contenido en un título idóneo para el efecto, y por ello lo que se busca es simplemente efectivizarlo a través de este mecanismo, sobre la certeza de que no existen dudas o lugar a discusiones en cuanto a la existencia de las obligaciones, los deudores, o los acreedores, ya que en caso de no ser así, el asunto correspondería a una controversia propia de un proceso declarativo. 

2.5.9. En segundo lugar, el actor alegó que se incurrió en los defectos sustantivo y procedimental absoluto en el proceso ejecutivo, ante el rechazo de la reforma de la demanda, la cual presentó el mismo día en que interpuso el recurso de reposición y, en subsidio, de apelación al auto que negó el mandamiento ejecutivo. 

Según los argumentos esgrimidos en la sentencia proferida el 2 de agosto de 2018, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “A”, mediante la cual se confirmó la decisión adoptada en el fallo del 3 de mayo de 2018 del Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, en cuanto a la reforma de la demanda se aplicó el procedimiento general dispuesto en el artículo 93 del Código General del Proceso, que dispone: 

“El demandante podrá corregir, aclarar o reformar la demanda en cualquier momento, desde su presentación y hasta antes del señalamiento de la audiencia inicial.

(…)”

Posteriormente, explicó que en observancia del numeral 4º del artículo 321 ibidem, la norma prevé que procede el recurso de apelación en contra del auto “que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago y el que rechace de plano las excepciones de mérito en el proceso ejecutivo”, y en cambio no dispone que pueda reformarse la demanda luego de negarse el mandamiento ejecutivo. 
En consecuencia, sustentó su decisión de confirmar el rechazo de la reforma de la demanda en que, en orden a los artículos enunciados aplicables al asunto, en el proceso ejecutivo la reforma podría admitirse siempre y cuando “se presente antes de pronunciarse sobre el mandamiento”, de manera que “el escrito de reforma de la demanda, como lo concluyó el Juzgado de primera instancia, resulta improcedente en caso de negarse el mandamiento de pago.”
De conformidad con lo expuesto, la Sala concluye que se no demostraron los defectos alegados por la parte actora, toda vez que la decisión de confirmar el rechazo de la reforma de la demanda, atendió a lo establecido en la Ley 1564 de 2012 –Código General del Proceso–, norma procesal vigente al momento en el cual se dictaron las providencias objeto de análisis, y su interpretación resulta razonable y ajustada al procedimiento establecido legalmente para el efecto. 

Adicionalmente, en cuanto a que el actor presentó la reforma antes de que quedara en firme el auto que negó el mandamiento ejecutivo, es importante señalar que si bien es cierto, como se ha dicho, el demandante no cumplió con la carga requerida para presentar la demanda en debida forma en este tipo de procesos, no es menos cierto que tal como lo argumenta el tribunal acusado, la reforma de la demanda procede en la generalidad de los procesos, no obstante, se deben tener en cuenta  las particularidades de cada uno de los momentos procesales, ya que precisamente cuando queda en firme la decisión acerca del mandamiento ejecutivo, se garantiza el derecho de defensa de las partes, a través del recurso de apelación, tal como sucedió en el caso bajo estudio.  

2.6. Conclusión
Por las consideraciones expuestas en el presente proveído, no se accederá al amparo solicitado, toda vez que al expedir las providencias cuestionadas, las autoridades judiciales no vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, deprecados por la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda.
3. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA:
PRIMERO: MODIFICAR la sentencia del 14 de febrero de 2019 proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, que declaró la improcedencia de la acción de tutela para, en su lugar, NEGAR la solicitud de amparo presentada por la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Si no se impugna, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO
Presidente
ROCÍO ARAÚJO OÑATE
Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
Magistrada
ALBERTO YEPES BARREIRO
Magistrado
�Folios 1 a 30. 


� El poder especial para actuar en la presente acción, obrante a folio 31 del expediente, fue otorgado por la señora Sandra Paola Bonilla Torres, quien funge como representante legal de la sociedad LDS Ingeniería y Gestión Inmobiliaria Ltda., de conformidad con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá, el cual se presentó como anexo al escrito de tutela. 


� Sobre el particular, el Magistrado Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Magistrada Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia”.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Magistrado Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


�Corte Constitucional, Sentencia SU-159 de 2002. Magistrado ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.


�Corte Constitucional, Sentencia T-398 de 2017. Magistrada ponente: Dra. Cristina Pardo Schlesinger.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-195 del 12 de marzo de 2012. M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio 


� Corte Constitucional, Sentencias SU.159 del 6 de marzo de 2002. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-043 del 27 de enero de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-295 del 31 de marzo de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-657 del 10 de agosto de 2006, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-686 del 31 de agosto de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño, T-743 del 24 de julio de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-033 del 1º de febrero de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, T-792 del 1º de octubre 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio entre otras


� Corte Constitucional, sentencia T - 464 de 2011, con ponencia del magistrado Jorge Iván Palacio Palacio.


� «Por la cual se unifica la factura como título valor como mecanismo de financiación para el micro, pequeño y mediano empresario, y se dictan otras disposiciones».


� De conformidad con la Ley 1118 de 2007 y del Decreto 1073 de 2015, Ecopetrol S.A. es una sociedad de Economía Mixta del orden nacional, vinculada al Ministerio de Minas y Energía. 





